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t: SENTENCIA INTERI,OCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCION L

Lrma. l5 dc octubre de 2018

^suNTo
Rccurso de agravio constitucional interpuesto por el Hospital P vado Juan Pablo Il
SAC contra la rcsolución de fojas 297, de 2 de junio de 2016, expedida por la Segunda
Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, que declaró improcedenle su

demanda cle amparo.

FT]NDAüI¡]N'I'OS

En la sentcncia cmitida cn cl Expcdicnte 00987-201,1-PA/TC, publicada en el dia¡ro
oticral lll Peruano el 29 d{- agosto de 2014, este T¡ibunal cstablcció, cn el
ftlndamento ¿19, con carácter de precedente, qüe se expedirá sentencia interloculoria
dcnegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
supucstos, quc igualnrcntc están contcnidos en el articulo 11 del Reglamento
Normativo del l'ribunal Constitucional:

q
Carczca dc fundamentación Ia supuesta vulnemció¡1que se invoque.
l.a cucstión dc Dcrccho contenida cn el recurso no sea de especial
irascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedentc dcl T¡ibu¡al
Constitucional.

dccidido de manera dcscstimatoria c¡ casos susta¡cialmente isuales

la emplesa recurrente so¡icita la nulidad dcl laudo a¡bit¡al de 2pr0scnle caso,
bre dc 2014, expedido por el Tribunal Arbitral conformado por los

scñorcs Carlos Augusto Tcjada Lombardi, doña E ka Janet Valdivieso Lópcz y
doña Sonia del Carmen Cotrina Romero (fo.jas 72), que estimó parcialmente la
dcmanda arbjtral intcl'puesta por doñ¿ Cinthia María Vargas Torres cn contra suya-

3. lln sintesis, la empresa rccr¡rrente sostiere: (i) que la composición dcl Tribunal
Arbilral no se encontraba ajustada a lo previsto por el Reglame¡to del Centro dc
Arbitra.je ni a Ia Lcy dc Arbitmje, pues segú¡ é1, el árbitro don Carlos Augüsto
'l e¡acla Lombardi no cumplió con su debe¡ de declarar la relación laboral y
subordiúada qüe marltenía, a la fecha de celeb¡ado cl convenio arbitral, con la
árbitro doña Erika Janct Valdivieso López en la Facultad dc Derccho de la
Univcrsidad Católica Santo'l'oribio dc Mogovejo; (ii) que el Tibunal Arbitral no
valoró sus mcdios probatorios ofiecidos.
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4. El Tribu¡al Constitucional, en la sentencia recaída en el Expediente 0142-2011-
I'A/TC, publicada en el diario oficial -El Peru¿1ro el 5 de octubre de 2011, que riene
ia calidad de precedente, cstablcció en el fundámento 2l que procede el amparo: 1)

cuando el laudo arbitral vulnera los precedentes vincülantes establecidos por el

Tribunal Constjtucional;2) cuando en el laudo se hace un indebido ejercicio del
control diñrso dc constitucionalidad; y 3) en caso el amparo sea interpüesto por r¡n
tcrccro que no forma pale del convenio arbitral y se sustente en la af¡ctación
directa y maniiiesta de sus deiechos constifucionales a consccucncia del laudo
arbitral, salvo quc dicho tcrccro csté comprendido en el supuesto del articulo 14"

dcl l)ccrcto Legislativo No 1071-

5. Sin embargo, la p¡escntc dcmanda arbitral no se encue¡tra en alguno dc Jos

mcncionados supuestos de excepción para la procedencia del amparo, pues a través
de clla 1a empresa recurrente solicita Ia xr1ídad del laudo arbitral de 2 de setiembre
de 2014 (fojas 72) porque fue emitido por árbihos parcializados, y no valo¡ó sus
pruebas ofrecidas. Asi las cosas, la cuestión de Derecho invocada contradice un
precedente del Tribunal Constitucional.

15, cxpcdida por la Scgunda Sala Civil de la Cofie Superior de Jüsticia de

e De otro lado en el fundamenb 20f del citado precedente se estableció que "conlra
lo resuelto por el Poder Jüdicial en materia de impugnación de l¿udos arbitrales
sólo pod¡á interpo¡crse proceso de amparo contra resoluciones judiciales,
confomrc a 1as rcglas dcl articulo 4o dcl Código Proccsal Constitucional y sü

jurispruclencral"

senlido, la empresa recurente cuestiona la resolución 10, de l4 de mayo de

Lambayeque (fojas 167), que declaró infundado sr¡ recu¡so dc anulación de laudo
arbitral y validó el laudo arbitral de derecho.

8. Al rcspccto, csta Sala Scgunda del T bunal Constitucional aprecia también que la
recurrenfe discrepa o desaprueba el criterio jur¡sdicc¡oaal empleado por Ia Sala
Civil, al expedir la citada resolució¡ cuestionada, que validó el laudo a¡bitral
cfritido; sin cmbargo, tal discrepancia ca¡ece de especial trascendencia
constitucional.

9. Dn consecüencia, el p¡esente recurso de agravio h¿ incu¡rido en las causalcs de
rcchazo prcvistas cn los acápitcs b) y c) dcl l'undamento 49 de la sentencia emitida
en ol lxpediente 00987-2014-PA/'|C y en los incisos b) y c) dcl artícr¡lo 11 del
Ilcglanrcnto Nonnativo dcl Tribunal Constitucional. Por esta Ézón, coffespondc
declarar, sin más trámile, improcedente el recurso de agravio co,lstifucional.
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Por estos lundaúentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
Co¡stitución Politica del Peru, y la parlicipación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrcm, convocado para dirimir Ia discordia suscitada por el voto singular dcl
magistrado Ferrero Costa,
Además, se incluye el fu¡ldamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Ba¡rera.

RESUELVD

Declarar INIPROCEDENTE cl ¡ccu¡so dc ag¡avio constjtucional

Publíquese y notifiquese
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FUNDAMENTO Dtr VOTO DEL MAGISTRADO
ESPINoSA-SALDAñA BARRERA

Coincido con denegar el rccurso interyueslo, aun cuando considero que para ello basta
con invocar y aplicar la caosal c) del fundamcnto 49 del precedente "Vásquez Rornero",
pues lo resuclto por lajr¡dicalura ordin¿rria frente a la anulación del laudo presentada por
la hoy recurrente, muy a despecl'ro de 1o que ella señaia. no contradice. sino más bicn
respela el precedente "María Julia" cmitido por este Tribünal.

ESPINoSA-SALDAÑA BARRERA
-/,@ al

LOq
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la poncncia
de mi colega magistrado, enito el prese¡lte voto singular, para cxpresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987 -2014-PNTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORL\ DENEGATORIA, por los fundamenlos que a
continuación expongo:

EL TRTBUNAL CoNSTITUCIONAL coMo coRT[ DE REvIslóN o FALLO y No Dtr
CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convi¡tió al T¡ibunal Constitucioflal
en instancia de fal]o. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra histo a
constitucional, dispuso la creación de un órgano rrd ¿o., indepeídiente del Poder
Judicial, con Ia tarca de gamntizar la suprcmacía conslitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamcntales.

2. La \,ey Iundamental de 1979 eslableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el territorio nacional para conoce¡, en úd de casac¡ófi, de los hdbeat corpus
y amparos denegados por el Pode¡ Judicial, Io que implicó que dicho Tribunal no
constituia una i¡stancia habilitada para fallar en fo¡ma definiliva sobre la causa. Es
decir, no sc pronunciaba sobre los hechos invocados como arnenaza o lesión a los
derechos reconocidos en 1a Constitución.

l. En ese sentido, la Ley 23385, Lcy Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus aftículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una.esolución denegatoia que ha violado Ia ley o la ha
aplicado en forma er¡ada o ha incr¡r¡ido cn graves vicios procesales en la
t¡anitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deticiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
menoionados.

4. El modelo de tutcla ante amenazas y vulneración de de¡echos fue seriamente
modificado eIr ia Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, habeas corpus, arnparc, habeas datat
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Trjbunal Constituoional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica enóneamente como "órgano de control de la Constitución,'. No obsta¡1te. en

tw
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
T buflal Constitr¡cional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Peru, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úlfima y
delinítíva instancia, las resoluciones denegalorias dictddas en los procesos de
habeas corpus, amparo. habeas data y acción de cumpl¡m¡eúto". Esta disposición
constitucional, desde uDa posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
cstima amenazado o agraviado en un de¡echo fu¡damental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
dcfensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la observancia del debido proceso y tutela
jurisdiccíonal. Ninguna persona p ede ser destíada de la jurisdicción
prcdetermíndda por la le!, ní sometídd d procedimiento distitlto de los prev¡amekte
estdblec¡dos, fi¡ juzgdda por órganos jurisdíccionales de excepción nt por
cotfiis¡ones especíales creadas al efecto cualquiera sett su denominación,,,
consagrada en el aÍículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que aco¡tece en otos páíses, en los cuales el
acceso a la última instancia constitr.¡cional tiene lugar por la via de) ce¡.t¡orari
(Suprcma Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder ConstituyeDte optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libc¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su dcrccho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está eD discusión es Ia supuesta amenaza o lcsión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía corespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
profluncialse. Pe¡o la ape ura de esta vía solo se produce si se permitc al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análi.is dc lo que.e prerendc. de lo que se inroca

7. Lo coÍstitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
i¡renunciable a la defensai además, un Tribunal Constitucional constituye el más
electivo mcdio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DERf,cHo A sER oiDo colto IrlANIFEsracIóN DD LA DEMoCRATIZ^CIóN D¡t Los
PRocf,sos CoNsrITuctoNALES DE LA LIBERTAD

8. La adminjstración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Co¡stitucional, dcsde su creación, es respetuosa, como conesponde, del derecho de

ry
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defensa inhererte a toda persona, cuya manifestación p ma a es el de¡echo a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
dclcrminen su¡s derechos. inlcreses ) obligacioncs.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la cmisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pcrtinentes, concretiíndose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las persorus, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo que
inclüye el derecho a ser oído con las dcbjdas garanlías.

I I . Cabe añadir qLre la participación direcla de las paftes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
dcmocratiza el proceso. De lo contmrio, se decidi¡ía sobre Ia esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar 1o corespondiente a su lávor, lo que resulta a
excluyente y antidenocrático. Además. el Tribunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justillcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser ul1 tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razoncs! por
expresar de modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interame caI1a de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a trafar dl indit'iduo en todo momekto como
un verdadero su¡eto del proceso, en el nds amplio sentido de rste concepto, y lto
simplemente como objeto del mismo"' . y que "paru que erista debido proceso legal
es precíso que un justic¡able pueda hacer rolet sus derechos y defender sus
intereses en-.forma efecfi|a y en colldicíones de igualdad procesal cok o¡ros
1\lt¡.t,rhl¿\''

' Cort" IDH. Caso Bareto Leiva vs- Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
párrafo 29.

'Co.t" IDH. Caso l{ilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del2l dejunio de 2002, prírrafo 146.

rrtn
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NATURALEZA PRocESAL DEL RECURSo Dtr AGRAVIo CoNsrrrucroNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede scr
desvirtuado por el -fribunal Constitt¡cional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano coDstituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso co¡stitucional de la libertad la denominada
"scntencia interlocutoria", el recuno de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadeÉ esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" nimucho menos "¡ecalifica¡" elrecuso de agravio constitucional.

15. De confo¡midad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, ei
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer dcl
RAC y pronunciarsc sobre el lbndo. Po¡ ende, no le ha sido dada la compete[cia de
¡echazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la paúe alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocuto a" establece como supuestos pam su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en rll mejor de los casos,
requiere ser aclarado. .iustificado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deinirlo, ni justiñcarlo,
conviefte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
al'ectar, entre ot¡os, el de¡echo l'undamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones sr¡bje¡ivas )
carentcs de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, qujenes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, mutatis mutafidis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA,/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en ot¡os
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcilo Ramírez (Sontencia 02977-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constjtuye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del dcrecho constitucional líquido y
ciefto, elc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de
una natulaleza proccsal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar Ia esencia p¡incipal del ¡ecurso de agravio
constitucional.

try1
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19. Por tanto, si se tiene en cue¡ta que la justicia en sede constitucional rep¡esenta la
última posibilidad para proteger y repa¡ar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de quc en el plesente caso se convoque a audiencia paÉ la
vista, lo que garantiza que el T bunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encüentran justicia en el Pode¡ Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que! agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camilo de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como ailrmó Raúl Feüero Rebagliati, "la defeÍsa del derccho de uno es, al mismo
ticmpo, una defensa total de la Constilución, pues si toda garantía co¡lstitucional
eÍtraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el dc los demás y cl de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección iudicial auténtica".

LA certificoi

OT

FERRERocosrA ry[rw-/
s.


